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   La frecuente equiparación actual entre la trata de personas y la prostitución, así como el estigma social que recae sobre quienes ejercen el trabajo sexual tienen una larga historia que puede rastrearse en el pensamiento jurídico, en las decisiones de política criminal y en el debate de los feminismos. ¿Cuáles son esos antecedentes históricos que explican el origen y la caracterización de la campaña contra la trata de personas? ¿Existe una correspondencia, en términos de impacto material, entre la incorporación de los postulados neoabolicionistas en la configuración de la política criminal argentina contra la trata de personas y el alto porcentaje de mujeres criminalizadas o victimizadas? ¿Qué cambios implicó para la legislación el proceso de reformas inaugurado en 2008? ¿Cómo fue el debate doctrinario acerca de la significación jurídica de algunos de los conceptos clave, tales como explotación, consentimiento y vulnerabilidad, que integran los nuevos tipos penales?


  Ni víctimas, ni criminales: trabajadoras sexuales constituye un análisis feminista crítico de las categorías involucradas en los debates sobre la trata de personas y el sexo comercial, con el foco puesto en los discursos y las prácticas penales concebidos como tecnologías de gobierno y manifestaciones de poder. Detener los efectos de esa maquinaria incesante, que no deja de producir clandestinidad y marginación, resulta imperioso, pues “las señales de daño son más contundentes que sus inciertos beneficios”.


  “El estigma que pesa sobre lxs trabajadorxs sexuales se profundiza y se perpetúa cada vez que se confunde trabajo sexual con trata de personas. Esta equiparación es una forma de violencia contra nuestro colectivo, pero no es nueva: tiene una larga historia, y de esa historia nos habla Marisa S. Tarantino en este libro.”


  Del prólogo de Georgina Orellano, secretaria general de la Asociación de Mujeres Meretrices de la Argentina


   MARISA S. TARANTINO
 (Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 1971)
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    Para Alma, Morena y Guillermina:


    el futuro es de ustedes.
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    PRÓLOGO


    LA PROSTITUCIÓN, o el trabajo sexual, es algo que en el imaginario social se asocia con ideas o fantasías que muchas veces tienen bastante poco que ver con la experiencia de quienes lo ejercemos día a día. El trabajo sexual lo ejercen —y lo contratan— personas que pertenecen a todo el abanico de identidades de género y sexuales, y presenta muy distintas modalidades: algunas realizamos nuestros contactos con clientes o clientas en la vía pública; otrxs compañerxs los establecen a través de las redes sociales, o también en departamentos privados o publicitando sus servicios en páginas web. Nunca trabajamos solxs, porque necesitamos apoyarnos entre nosotrxs y generar distintas formas de autocuidado: nos avisamos cuando llegamos, cuando nos vamos y cuando volvemos de prestar un servicio; nos aconsejamos sobre las características de cada cliente o clienta, y además tenemos un código que cumplimos siempre, y es que no atendemos a quienes no aceptan las condiciones que nosotrxs mismxs establecemos para dar un servicio.


    Nuestro trabajo no está amparado por ninguna ley que nos permita el acceso a los derechos más elementales: no podemos registrarnos como trabajadorxs sexuales para poder tributar y tener una obra social o una jubilación; nos cuesta mucho acceder a una vivienda al no tener un empleo formal, y cada vez que tenemos que recurrir a un alquiler nos piden el doble o el triple del valor de mercado. Muchas de nosotras tenemos hijxs a cargo y somos únicas jefas de hogar; todxs sufrimos discriminación de manera permanente, incluso cuando tenemos que recurrir al servicio de salud pública porque nuestro trabajo sigue teniendo una gran carga de estigma.


    Esta opción de vida que asumí para mí me enfrentó, además, con grandes desafíos: tuve que aprender a apoyar y liderar a mis compañerxs de lucha, pero también tuve que lidiar con mis propios miedos. Uno de los más grandes que tuve fue decirle a mi mamá que no era una empleada administrativa, sino que era una trabajadora sexual. Tuve miedo porque pensé que me iba a excluir de mi entorno familiar. Lxs trabajadorxs sexuales estamos acostumbradxs a estar a la defensiva porque esta actitud es una herramienta para sobrevivir al estigma social que pesa sobre nuestro trabajo. Pero con mi mamá me equivoqué porque ella sí pudo ver más allá del estereotipo que la sociedad suele imponernos a las trabajadoras sexuales; ese que nos ubica como las malas mujeres, las malas madres. No me tuvo pena ni me vio como una víctima. Me vio como lo que soy, una mujer orgullosamente trabajadora.


    El estigma que pesa sobre lxs trabajadorxs sexuales se profundiza y se perpetúa cada vez que se confunde trabajo sexual con trata de personas. Esta equiparación es una forma de violencia contra nuestro colectivo, pero no es nueva: tiene una larga historia, y de esa historia nos habla este libro.


    Tal como cuenta Marisa S. Tarantino en los primeros capítulos, existe desde hace muchos años un gran debate feminista que todavía hoy sigue siendo una grieta: por un lado, estamos quienes defendemos el libre ejercicio del trabajo sexual, quienes señalamos que nuestro trabajo no debe confundirse con la explotación sexual y con la trata de personas y reclamamos al Estado que garantice a lxs trabajadorxs sexuales el acceso a los derechos que nos corresponden. Por el otro, están quienes creen que la prostitución debe abolirse porque siempre y en todos los casos es una forma de violencia contra las mujeres. Desde esta posición, las feministas abolicionistas han dirigido su activismo a impedir el reconocimiento de nuestra actividad, y muchas veces a obstaculizar la posibilidad de que se nos escuche y se nos tenga en cuenta en el diseño de las políticas públicas que nos afectan directamente. Con argumentos que confunden trata y prostitución, el abolicionismo suele afirmar que nuestro país no puede reconocer el trabajo sexual. Pero, aunque sostengan que buscan proteger la dignidad de las mujeres que lo ejercemos, ninguna de sus propuestas ha podido evitar la criminalización que aún hoy recae sobre nosotrxs; es más, muchas veces la profundizaron.


    El trabajo sexual autónomo no es un delito para la ley penal argentina, pero sí es una contravención en la mayoría de nuestras provincias. Todavía 17 provincias de nuestro país tienen vigentes leyes contravencionales que permiten a la policía llevarnos presas hasta treinta días. Este es el principal motivo por el cual nos vemos sometidas a una situación de permanente vulneración de derechos y violencia institucional. Porque la policía en la calle no nos pregunta si somos abolicionistas, reglamentaristas o proderechos laborales: nos llevan presxs igual.


    Por eso, si yo tuviera que decir cuál de todas las dificultades que tenemos que atravesar lxs trabajadorxs sexuales es la peor, sin dudas diría que son el hostigamiento policial y la violencia institucional, con los que tenemos que lidiar cotidianamente. Y esto es lo indigno para nosotrxs, que nos lleven presxs y no haya solidaridad ni escucha frente al histórico reclamo de lxs trabajadorxs sexuales. Lo indigno para nosotrxs es que sigamos teniendo que discutir si lo que hacemos cada día es o no es un trabajo, y que tengamos que soportar que otrxs, desde la comodidad de sus privilegios, quieran definir cómo tenemos que llevar adelante nuestra propia vida.


    Frente a todas estas cuestiones, nuestra principal herramienta siempre fue nuestra organización. La Asociación de Mujeres Meretrices de la Argentina (AMMAR) nació de esa necesidad en el año 1995, y en AMMAR es donde yo aprendí la importancia de la lucha colectiva: aprendí que no estamos solxs a pesar de que el Estado, cuando no nos persigue, nos ignora; aprendí que mi trabajo no es un delito y que tengo derecho a hacer un uso responsable del espacio público sin tener que pagar coimas a la policía para que nos deje trabajar tranquilxs; aprendí que la mayoría de los problemas y violencias que padecemos las trabajadoras sexuales son los mismos que tiene el resto de las mujeres trabajadoras, solo por haber nacido en esta sociedad machista y patriarcal. Entendí, además, que todavía tenemos que aunar muchas fuerzas para lograr sensibilizar a una gran parte de la sociedad, y que pueda diferenciar el delito de trata de personas del libre ejercicio del trabajo sexual. Porque así como mis compañerxs y yo defendemos todos los días nuestra libre elección sobre nuestros propios cuerpos, condenamos también la trata de personas, y no solo en el mercado sexual: también en otros mercados laborales como el del trabajo rural y el trabajo textil.


    En este libro, Marisa muestra cuáles son los discursos que, con el argumento de impulsar la lucha contra la trata, lo que hicieron fue justificar la negación de nuestros derechos y, muchas veces, también de nuestra propia existencia. Pero, además, este libro muestra la relación que hay entre los discursos abolicionistas que adoptaron las políticas contra la trata en nuestro país, y el impacto de mayor criminalización y violencia institucional que produjeron en nuestro sector. Y esto es algo que lxs trabajadorxs sexuales venimos denunciando desde hace mucho tiempo, porque, a pesar de todo, lxs trabajadorxs sexuales seguimos denunciando las violencias que padecemos, seguimos reclamando y resistiendo colectivamente, y seguimos construyendo organización, tejiendo nuestras propias alianzas y levantando nuestra propia voz para que el Estado y toda la sociedad escuchen nuestros reclamos.


    Lxs trabajadorxs sexuales deseamos vivir en una sociedad que no nos juzgue ni nos condene por ser quienes somos. Una sociedad igualitaria en la que podamos acceder a nuestros derechos más elementales y no tengamos que ir presas por el solo hecho de salir a trabajar. Queremos ser libres para decidir sobre nuestros propios cuerpos y que se nos respete nuestra opción cuando decimos que es el trabajo sexual; cuando decimos que no queremos cuidar chicos, ni trabajar en una fábrica, ni en un supermercado, ni limpiar casas ajenas, sino seguir ejerciendo el trabajo sexual. Y que también queremos alternativas laborales para aquellas personas que no quieren permanecer en esta actividad y no tienen ninguna otra opción laboral. Queremos una sociedad en la que no recaigan sobre nosotras los prejuicios sexuales que tienen los demás y en la que dejen de equiparar trata y trabajo sexual, porque eso invisibiliza a todo un colectivo y nos condena a tener que trabajar en la mayor clandestinidad. Queremos una sociedad en la que dejen de vernos como víctimas y empiecen a vernos como lo que somos: trabajadorxs y sujetxs de derechos.


     


    GEORGINA ORELLANO


    Secretaría General de la Asociación de Mujeres Meretrices de la Argentina, mayo de 2021

  


  
    INTRODUCCIÓN


    Yo no distingo trata de prostitución.


    Para mí es muy difícil distinguirlo.


    Por suerte, no soy la única.


    MARCELA RODRÍGUEZ, responsable del Programa de Asesoramiento y Patrocinio para Víctimas de Trata de Personas de la Defensoría General de la Nación. Intervención en jornada de capacitación, 8 de julio de 2015


     


    Las políticas actuales contra la trata de personas solo persiguen a las putas perpetuando el estigma, la marginalización y la clandestinidad, y no hacen nada para realmente terminar con ella. Trabajo sexual no es trata.


    MARÍA RIOT, trabajadora sexual. Posteo en Facebook, 30 de septiembre de 2016


     


    EL TÉRMINO “trata de personas” se nos presenta demasiado a menudo como si fuera un concepto autoevidente, es decir, como si consistiera en un fenómeno social que no demandara mayores explicaciones ni pidiera ser deslindado de otros con los que suele asociarse. En otras palabras, como si consistiera en un asunto asequible al entendimiento sin mayores precisiones semánticas, históricas o políticas; a veces tampoco jurídicas. Sin embargo, cuando transitamos la vasta cantidad de trabajos de investigación que se han ocupado de este problema y que han podido historizarlo, la dificultad para precisar su ámbito de denotación se hace patente.


    Históricamente, se ha recurrido al concepto de “trata de blancas” primero, “trata de mujeres” después y, más recientemente, “trata de personas” —con sus diferentes modalidades (trata sexual, trata laboral)— para designar un amplio universo de fenómenos sociales ligados a problemáticas muy distintas y de enorme complejidad: el mundo del trabajo informal y altamente precarizado; la dinámica de los intercambios que se dan en ciertos mercados legales e ilegales; las diferentes trayectorias migratorias (protagonizadas, en distintos contextos históricos y políticos, por personas pertenecientes a sectores sociales vulnerables como formas de escapar de la pobreza, obtener mejores oportunidades laborales o huir de persecuciones políticas, raciales y religiosas); las consecuencias económicas y sociales del mundo globalizado; pero también, y muy especialmente, las múltiples relaciones sociales que a lo largo de la historia reciente han caracterizado el sexo comercial.1


    Estamos, entonces, ante un concepto de enorme opacidad, cargado de historicidad y politicidad, que ha dado lugar a múltiples discursos (académicos, políticos, mediáticos) y que ha sido objeto de encendidos debates, profundas preocupaciones sociales y persistentes pánicos morales a lo largo de más de ciento cincuenta años de historia reciente.


     


    A fines de la década de 1990, Estados Unidos impulsó una campaña contra la trata de personas como parte de su plan de lucha contra el crimen organizado, y logró ejercer con ello una gran influencia en el mundo occidental. En este sentido, el conjunto de postulados políticos, demandas feministas y propuestas de reformas de la legislación penal que caracterizaron el proceso de reconfiguración de la política criminal argentina contra la trata sexual durante la última década es el fiel reflejo de esa incidencia.


    Cuando, a principios del nuevo milenio, la campaña estadounidense logró internacionalizarse, se produjo una discusión de especial importancia durante la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Palermo, Italia, diciembre de 2000), donde el debate sobre la definición de trata de personas activó una fuerte confrontación entre grupos feministas de distintas trayectorias. Esta discusión reproducía las rupturas que habían caracterizado los debates de los años setenta y ochenta en torno a la sexualidad, la pornografía y la prostitución, en el marco de lo que en la literatura feminista se conoce como las sex wars.2


    La trata de personas fue presentada a partir de entonces como una tipología del crimen organizado: una categoría que fue adquiriendo gran importancia en la configuración de las políticas criminales alrededor del mundo occidental; en especial, a partir del impulso que le dio Estados Unidos a la lucha contra el terrorismo tras la caída de las Torres Gemelas en 2001. Sin embargo, la campaña contra la trata no traía a discusión un problema nuevo: más bien reeditaba una vieja preocupación de fines del siglo XIX frente a lo que se había conocido como el fenómeno de la trata de blancas, un asunto que, por entonces, tenía en la mira —como uno de sus principales escenarios— precisamente a Argentina.


    En efecto, la construcción del problema de la trata de mujeres ya tenía una historia que se remontaba a los debates jurídicos, biomédicos y políticos de fines del siglo XIX y principios del XX en torno al control de las migraciones femeninas en el mercado sexual. Esos antecedentes, sin embargo, solo fueron recuperados hacia fines de la década de 1990 de un modo tangencial. Así, el problema de la trata logró instalarse como si fuera una forma delictiva novedosa (se hablaría reiteradamente del “nuevo flagelo de la esclavitud moderna”) que estaba alcanzando tal grado de envergadura y gravedad que debía ser motivo de especial preocupación.


    Como consecuencia de una serie de presiones ejercidas de manera directa por el Departamento de Estado de Estados Unidos a través de sus Trafficking in Persons Reports (TIP Reports),3 y también como producto del trabajo de incidencia desarrollado por la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) en la campaña, a principios de la década de 2000, Argentina comenzó un proceso de transformación de su política criminal en torno a la trata sexual y los delitos relacionados con el ejercicio de la prostitución.


    Dicho proceso provocó en nuestro país una paulatina renovación de la sensibilidad social frente al fenómeno de la trata de personas y una proliferación de opiniones muy negativas respecto del sexo comercial. Pero estas no se apoyaron en los argumentos que tradicionalmente habían sostenido su estigmatización (por ejemplo, la idea de que la prostitución constituía una conducta inmoral o desviada), sino en los postulados del feminismo neoabolicionista, para el cual la “perspectiva de género” supone considerar que la prostitución y la trata de personas son conceptos asociados, prácticamente sinónimos, que expresan formas paradigmáticas de violencia de género y violación de los derechos humanos de las mujeres y las niñas.


    Ahora bien, la manera en que fue asumida esta perspectiva neoabolicionista en el debate y el diseño de las políticas públicas argentinas contra la trata sexual no ha dejado ver las profundas discrepancias que han existido a lo largo de la historia del pensamiento feminista —y que todavía subsisten— en torno a este tema, incluso cuando estas divergencias también han estado muy presentes en la instancia del debate internacional de Naciones Unidas para la elaboración del Protocolo de Palermo.4 De hecho, cuando se aprobó dicho protocolo, el documento adoptó una definición de trata de personas cargada de ambivalencias, lo que expresaba la profunda dificultad con la que se habían construido los consensos tras una acalorada confrontación entre los grupos feministas que participaron del debate.


    En 2002, el Congreso de la Nación Argentina aprobó la firma del Protocolo de Palermo a través de la ley 23632, y el Poder Ejecutivo presentó el correspondiente documento de ratificación (19 de noviembre de 2002); de esta manera, nuestro país asumió formalmente el compromiso de aggiornar su legislación para garantizar un adecuado combate de este delito, según los lineamientos de aquel documento internacional.


    La necesidad de sancionar nuevas legislaciones contra la trata de personas se presentó políticamente como un modo de atacar esta forma de criminalidad que se mostraba como una novedad, un “flagelo” propio de nuestro tiempo; y fue reiteradamente aludida por el activismo antitrata en Argentina, bajo el argumento de que había que llenar un supuesto “vacío legal” existente en nuestro Código Penal para dar mayor protección a las mujeres víctimas de explotación.


    Sin embargo, estas demandas no fueron objeto de un debate que interrogara tales argumentos para establecer si era estrictamente necesaria la sanción de una nueva legislación penal: ¿es que nuestras leyes no eran suficientes para cumplir los compromisos internacionales? ¿No había una legislación penal que lograra capturar los casos de trata de personas? Y si la había, ¿se trataba de una legislación defectuosa o insuficiente?


    Durante 2006, ingresó un proyecto de ley en el Senado de la Nación Argentina que, apoyándose en aquellos compromisos internacionales, proponía incorporar nuevas figuras penales en el Código vigente. La reforma vio la luz dos años después, cuando el Congreso sancionó la primera ley para la Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas (ley 26364), que, entre otras disposiciones, incorporó los tipos penales de los artículos 145 bis y 145 ter del Código Penal, y sancionó algunas normas administrativas diseñadas para el acompañamiento de las víctimas.


    A partir de ese momento, comenzaron a ponerse en marcha una serie de políticas públicas orientadas a la investigación y persecución de la trata de personas, cuyo diseño puso un especial énfasis en la finalidad de la explotación sexual. Así, nuestro país optó por una política antitrata que le dio un protagonismo casi exclusivo a la herramienta punitiva y que construyó su racionalidad en clara sintonía con la llamada “política criminal de las tres P”: prevención de la trata de personas, persecución (y sanción) de quienes cometen el delito y protección de las víctimas.


    Es posible afirmar que, hasta 2008, la prostitución y la trata sexual habían estado ajenas al interés de los medios de comunicación y muy poco visibles entre las preocupaciones de la ciencia del derecho penal y la criminología. Pero a partir de la sanción de la ley 26364, se produjo un cambio paradigmático del enfoque institucional, y en especial de las agencias penales.


    La nueva política criminal argentina contra la trata de personas, que comenzó a desarrollarse a partir de la sanción de la ley 26364, tuvo una singular influencia de la perspectiva feminista neoabolicionista de la prostitución y puso particular énfasis en la pretensión de combatir la explotación sexual, que comenzó a identificarse cada vez más con la prostitución en sí misma. Esto redundó en un fuerte impacto sobre las diversas formas de organización del sexo comercial que, cada vez con mayor frecuencia, comenzó a ser objeto de los procesos de criminalización fundamentados en las leyes contra la trata.


    A pesar de todo el despliegue de medidas abordadas a partir de la sanción de esa primera ley, el activismo antitrata siguió realizando reclamos y presentando proyectos orientados a generar nuevas modificaciones legales con el objeto de robustecer la respuesta punitiva. Así, en agosto de 2011, en un contexto de fuerte conmoción por el hallazgo del cuerpo de una niña —que apareció muerta luego de varios días desaparecida—,5 el Senado aprobó un proyecto de ley que se inscribía en el marco de tales demandas. Un año después, el 19 de diciembre de 2012, la Cámara de Diputados dio su aporte final para convertirlo en ley, durante una sesión extraordinaria convocada tras el escándalo mediático que produjo el fallo absolutorio en el proceso judicial sobre la desaparición de Marita Verón, primer ícono de la lucha contra la trata de personas.


    La nueva política criminal contra la trata de personas se fundamentó como un modo de ofrecer mayor protección a los derechos humanos de las mujeres y las niñas, y de combatir con especial énfasis la explotación sexual. Sin embargo, tal punto de partida parece haber entrado en contradicción con algunos datos de la realidad: a contrapelo de aquel objetivo inicial, diversas fuentes de información dan cuenta de los efectos de criminalización que recaen justamente sobre las mujeres que hacen sexo comercial en Argentina.


     


    La hipótesis que guía este libro, pues, propone que hay una relación de correspondencia entre la incorporación de los postulados neoabolicionistas en la configuración de la política criminal argentina contra la trata de personas —y las prácticas de las agencias penales a las que esta política ha dado lugar— y el impacto material que ha producido, uno de cuyos efectos más salientes es el alto porcentaje de mujeres criminalizadas por el delito de trata de personas durante el período 2008-2014.


    En tal sentido, nos proponemos:


    – Indagar sobre los antecedentes históricos y debates políticos y feministas que explican el origen y la caracterización de la campaña internacional contra la trata de personas, impulsada por Estados Unidos hacia fines de la década de 1990, y describir cuáles han sido los hechos y el contexto particular que hicieron viable el ingreso de la campaña antitrata en la agenda política y feminista argentina, que desembocó en el proceso de reformas legislativas inaugurado en 2008.


    – Hacer un examen sobre la legislación vigente antes y después de las leyes 26364 y 26482, y focalizar en el debate doctrinario acerca de la significación jurídica de algunos conceptos clave (explotación, consentimiento y vulnerabilidad) que integran los nuevos tipos penales.


    – Llevar a cabo un análisis político-criminal que permita develar la relación de correspondencia entre la incorporación de los postulados neoabolicionistas en la configuración de la política criminal argentina contra la trata y el impacto material que ha producido y que se refleja en el alto porcentaje de mujeres criminalizadas por el delito de trata durante el período analizado.


     


    El marco teórico sobre el que se apoya este trabajo es el propuesto por Binder (2010), cuya premisa parte de afirmar que todo análisis criminal debe comenzar con el reconocimiento de la existencia del poder penal “como un factum”. En este sentido, y siguiendo a este autor, cuando afirmamos que el poder penal existe en tanto hecho, no significa tratarlo como ente del mundo de la naturaleza, sino como “fenómeno social y político, de fuerte raigambre histórica, sujeto a los vaivenes de las épocas, de los intereses o el poder de los distintos actores y de las características generales del mundo social dentro del cual […] adquiere sentido” (Binder, 2010: 213).


    La consideración del poder penal como un hecho no implica, pues, concebir su manifestación de manera azarosa ni aislada, sino, por el contrario, afirmar que siempre adopta un carácter organizado y que tal carácter es lo que permite afirmar que lo primario no es su ejercicio, sino precisamente la existencia de una política criminal, puesto que “el poder penal sin Política Criminal no ha tenido existencia histórica” (Binder, 2010: 218; las cursivas pertenecen al original).


    De esta manera, concebimos la política criminal como aquella que otorga al poder penal ese carácter de organización que se constata en diversos aspectos: no se ejerce como hecho aislado; siempre responde a unos objetivos más o menos explícitos; se ejecuta con diversos niveles de participación gubernamental; produce algún efecto que va más allá del ejercicio de la violencia estatal en sí misma; adquiere algún nivel de ritualización y, por ende, alguna forma de justificación (Binder, 2010: 219).


    Por otra parte, me parece relevante develar desde qué posición y con qué herramientas teóricas he llevado a cabo esta investigación. Este análisis se nutre, ante todo, de la trayectoria y experiencia que desarrollé —en especial durante la última década— en dos planos. En primer lugar, en el laboral y profesional, como operadora judicial, con distintos niveles de responsabilidad como funcionaria del Ministerio Público Fiscal de la Nación, y particularmente en el ámbito de la Justicia Criminal Federal de la Ciudad de Buenos Aires.6 En segundo lugar, en el plano del activismo político y feminista, como aliada de las trabajadoras sexuales sindicalizadas en la Asociación de Mujeres Meretrices de la Argentina (AMMAR) e integrante del Frente de Unidad Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de Trabajadorxs Sexuales en Argentina (FUERTSA), desde 2014 hasta la actualidad.


    Estas dos trayectorias no solo fueron determinantes de mi interés por realizar este recorrido de investigación, sino que además nutrieron de manera singular la perspectiva crítica de su abordaje. Pero más allá de la influencia particular que tales experiencias ejercieron sobre mi punto de vista, es preciso reconocer que, a la hora de analizar la complejidad que caracteriza el debate en torno al fenómeno de la trata de personas y la prostitución, resulta indispensable privilegiar un pensamiento crítico que sea respetuoso de esa complejidad.


    Asimismo, cabe señalar que la temática central que afronta esta investigación podría abordarse desde dos enfoques distintos. El primero pretende analizar la nueva regulación penal sancionada contra la trata de personas y la explotación sexual sin poner en discusión cuáles han sido las perspectivas teóricas y los debates políticos que le han dado forma. El segundo, que es el que asumo aquí, parte de la problematización de los conceptos mismos de trata de personas y explotación sexual para analizarlos críticamente como categorías históricas y políticas, y no meramente jurídicas.


    Este segundo enfoque torna inevitable que nos remontemos a los antecedentes históricos que permitan rastrear el origen de la trata de personas como categoría penal y su relación con los debates políticos y feministas que se han desarrollado en torno al estatuto jurídico de la prostitución. Luego, a partir de ese marco, podremos analizar de qué manera las campañas actuales contra la trata y la explotación sexual retoman o reactualizan esos mismos debates en el proceso de reconfiguración de las políticas criminales en el nuevo siglo.


    En este sentido, he intentado trabajar desde una perspectiva multidisciplinaria que pueda tomar en cuenta no solo la producción de conocimiento del campo jurídico, sino también los aportes que se han realizado desde otros campos disciplinares —como la criminología, la antropología y la sociología—, así como exponer la teoría feminista que atraviesa este conocimiento con la mayor pluralidad posible.


     


    Acerca de la metodología, quiero señalar como primera cuestión que he optado por descartar el enfoque tradicional de abordaje de problemáticas relativas a la prostitución y la trata sexual que suele anclar en la discusión jurídica en torno a los modelos legales7 de regulación o control de la prostitución, y que es muy común hallar como punto de partida en los trabajos que se realizan dentro del campo jurídico.


    Un análisis que parta de una clasificación de modelos legales puede ser útil para la investigación de problemas de derecho comparado o, también, para una crítica estrictamente jurídica de derecho interno. Sin embargo, cuando el propósito de la investigación pretende trascender las metas aspiracionales de las leyes y nutrirse de una mirada multidisciplinaria —que logre develar los procesos políticos de su creación y reflexionar sobre los intereses en juego, las discusiones en pugna y los efectos concretos que han causado—, se requiere una metodología que pueda ir más allá de trazar esas clásicas distinciones.


    En el campo de las investigaciones empíricas sobre esta temática producidas desde el enfoque de las ciencias sociales, ya se ha señalado la necesidad de atender a tal dificultad metodológica, especialmente cuando los propósitos de la indagación se dirigen a evaluar problemas relativos al impacto concreto producido por las leyes, esto es, más allá de sus objetivos declarados (Daich y Varela, 2014). En este mismo sentido, Jane Scoular, cuando se refiere a los enfoques planteados desde las clasificaciones legales, afirma:


     


    Tales clasificaciones son, sin embargo, problemáticas, dado que describen aspiraciones políticas y sociales generales acerca del mejor modo de regular el sexo comercial y que existen, inevitablemente, brechas considerables entre estos objetivos y las formas de intervención utilizadas para implementarlos. Aún más distantes son los efectos que se producen en el ámbito social a causa de estas diversas leyes, políticas y técnicas aplicadas por los gobiernos y otros actores sociales (Scoular, 2010: 13; la traducción es mía).


     


    Por esta razón, y porque los objetivos centrales que propone esta investigación requieren de un análisis político-criminal, consideramos más adecuado asumir una mirada que privilegie un análisis de las prácticas concebidas, como lo hacía Foucault (2007a y 2007b), en tanto formas o tecnologías de gobierno. Es decir, una perspectiva que ataña a las leyes penales y otro tipo de regulaciones normativas, pero que también las desborde para abarcar las diferentes manifestaciones del poder: las prácticas policiales y administrativas, los discursos académicos y judiciales, las campañas publicitarias, las intervenciones de las burocracias del rescate y sus saberes expertos, entre otros.


    En tal sentido, cada vez que se haga mención al reglamentarismo, al prohibicionismo o al abolicionismo solo será para identificar conjuntos de postulados políticos u horizontes jurídicos. Si bien estos son diferenciables —aunque no irreductibles—, no dejan de ser discursos que han ido evolucionando, modificándose y nutriendo de diversas maneras los debates políticos y las prácticas penales en torno a la prostitución y la trata sexual, en cada momento histórico, durante los últimos ciento cincuenta años.


    Finalmente, en cuanto a la búsqueda de información y de trabajo analítico, debo mencionar, en primer lugar, el uso de diversas fuentes documentales (informes realizados por diversas organizaciones no gubernamentales, documentos producidos por AMMAR, materiales e informes producidos por la Procuraduría de Trata y Explotación de Personas [PROTEX], entre otros) y, en segundo lugar, diversas entrevistas personales —no estructuradas— que he realizado a actores clave.


     


    El libro está organizado en cinco capítulos. Los dos primeros están dedicados a revisar los antecedentes históricos y las teorías relevantes para el abordaje de los objetivos centrales, los que se desarrollan en los tres capítulos siguientes. Por último, el epílogo tiene por objeto la presentación de las conclusiones.


    En el primer capítulo, hacemos un repaso sobre los antecedentes históricos que nos permite ubicarnos en el origen del problema de la trata sexual, situándolo en su peculiar contexto económico, político y social de fines del siglo XIX y principios del XX, tanto en el escenario internacional como en nuestro país. Hacer tal recorrido nos posibilita también establecer cómo y cuándo surgió el fenómeno conocido como “trata de blancas”, al compás de las preocupaciones y ansiedades sociales propias de aquel contexto. Vemos, así, cómo el activismo feminista y los debates políticos, biomédicos y jurídicos que tuvieron lugar en aquel entonces —respecto de las diferentes formas de control estatal sobre el ejercicio de la prostitución— fueron cruciales en la caracterización de las primeras campañas contra la trata, así como los procesos legislativos de nuestro país y los instrumentos internacionales que pretendieron combatirla una vez iniciado el siglo XX.


    En el segundo capítulo, avanzamos hacia la segunda mitad del siglo XX para concentrarnos en la producción teórica y política de los feminismos entre las décadas de 1970 y 1990, momento en el que los debates en torno a la sexualidad, la pornografía y la prostitución fueron especialmente intensos. Nos importa recuperarlos porque han tenido una enorme incidencia en todo el mundo y porque los términos en que se dieron esas discusiones han logrado mantenerse en vigencia en los debates actuales acerca del estatuto jurídico de la prostitución y las campañas contra la trata. Además, este capítulo nos permite describir el proceso de transformación de los discursos de reivindicación de los derechos de las mujeres durante la década de 1990. Vemos así que las demandas feministas harán un cambio de enfoque desde el paradigma de la opresión hacia el de la violencia de género que, amparado en la retórica universalista de los derechos humanos, producirá que los reclamos sean cada vez más inteligibles en términos de políticas punitivas.


    Estos dos primeros capítulos, en fin, constituyen un antecedente insoslayable para poder comprender el origen del problema de la trata y la persistente ruptura que ha existido en el debate feminista de los últimos cincuenta años respecto de la prostitución. La caracterización de los diferentes paradigmas teóricos resulta de trascendental importancia para apreciar la manera en que se expresan en los debates actuales y cómo acompañaron las nuevas campañas contra la trata sexual en el escenario internacional y local.


    El capítulo III aborda el resurgimiento de las campañas contra la trata hacia fines de la década de 1990. Analizamos cómo ellas lograron ocupar un lugar privilegiado en el debate internacional que desembocó en la aprobación del Protocolo de Palermo, lo que nos permite observar cómo tuvo lugar en ese contexto una reactualización de los debates feministas en torno al estatuto jurídico de la prostitución. A partir de este marco general, analizamos algunos de los hechos que adquirieron relevancia política en nuestro país y que hicieron viable el ingreso del problema de la trata en la agenda pública argentina, lo que dio lugar a un amplio proceso de reconfiguración de la política criminal argentina en materia de trata y explotación sexual.


    En el capítulo IV, abordamos un examen de la legislación penal antes y después de las leyes 26364 y 26482, con dos propósitos específicos. En primer lugar, revisar la legislación vigente antes de la sanción de la ley 26364, para establecer si existía o no un verdadero “vacío legal” que impidiera contemplar los supuestos de la trata de personas. En segundo lugar, presentar los principales debates doctrinarios en torno a los nuevos tipos penales incorporados por las leyes 26364 y 26842 y las consecuencias dogmáticas de la intensificación de las respuestas punitivas previstas en abstracto.


    Este análisis nos permite focalizar en aquellos aspectos que son especialmente relevantes para un análisis político-criminal sobre los efectos producidos a partir de la sanción de las nuevas leyes contra la trata. El debate doctrinario acerca de la significación jurídica de algunos conceptos dogmáticos clave (como explotación, consentimiento y vulnerabilidad) es de vital importancia para hacer frente a los objetivos del siguiente capítulo.


    El capítulo V lleva adelante un análisis político-criminal de los efectos producidos a partir de la reconfiguración de la política criminal argentina contra la trata y la prostitución, enfocándonos especialmente en los altos porcentajes de criminalización de mujeres por el delito de trata registrados durante el período 2008-2014. Con este análisis, nos interesa develar la existencia de una relación de correspondencia entre, por un lado, la incorporación de los postulados neoabolicionistas en la configuración de la política criminal argentina contra la trata y las prácticas de las agencias penales y, por otro, el impacto material que ha producido y que se refleja en el porcentaje de mujeres criminalizadas por el delito de trata durante el período analizado.


    Finalmente, el epílogo está dedicado a presentar las conclusiones de este trabajo.

  


  
    
      
        1 Hablaré aquí de sexo comercial, prostitución o trabajo sexual para referirme a los acuerdos voluntarios realizados entre personas adultas, que tienen por objeto la prestación de servicios sexuales a cambio de dinero; y diré “mercado del sexo” para aludir al conjunto de relaciones económicas al que da lugar este tipo de intercambios. Sin embargo, cabe aclarar que, si bien la palabra “prostitución” es la que más extendidamente se ha usado para aludir a este tipo de actividad, también es la que tiene una mayor carga de estigmatización por aparecer siempre asociada a conductas criminales o inmorales. En este sentido, y tal como argumenta Laura M. Agustín (Sexo y marginalidad. Emigración, mercado de trabajo e industria de rescate, Madrid, Popular, 2009), la palabra “prostitución” es un término problemático porque suele remitir a formas estereotipadas del sexo comercial, que es un universo mucho más extenso que el que suele ser denotado con ella. La realidad del sexo comercial involucra múltiples prácticas y relaciones que son al mismo tiempo comerciales y sexuales, y que se presentan con diversas formas de organización y relaciones de simetría: la industria del porno, la oferta sexual callejera, los servicios sexuales en departamentos privados, los servicios de sexo virtual o telefónico, la asistencia sexual a personas con diversidad funcional/discapacidad, los masajes y bailes eróticos, entre muchas otras modalidades. Todas ellas no podrían ser definidas o reducidas a una sola categoría. Estas incontables formas y ámbitos en los que se presentan los servicios sexuales suelen ser ofrecidos mayormente por mujeres (cis y trans), pero también por varones.

      


      
        2 Tal como veremos en el desarrollo del capítulo II, se conoce como sex wars la polémica que se dio en Estados Unidos durante las décadas de 1970 y 1980 entre una vertiente del feminismo radical —que aquí llamaremos “feminismo cultural”— y el de las feministas prosexo. Las primeras habían impulsado y protagonizado en esos años un fuerte movimiento antipornografía y teorizaron su crítica a partir de la idea de la sexualidad como pura dominación y opresión masculina. Las segundas respondieron críticamente a esta construcción de la sexualidad, a la que consideraban una forma de esencialismo y una mirada moralista del sexo.

      


      
        3 Los TIP Reports son un instrumento construido por el Departamento de Estado de Estados Unidos —desde sus propios estándares de calificación— para justificar sanciones económicas sobre aquellas naciones que no cumplen las expectativas de este país en la lucha contra la trata.

      


      
        4 Me refiero al Protocolo Adicional para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente de Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, suscripta en Palermo, Italia, en diciembre del 2000.

      


      
        5 Esta causa fue conocida como “el caso Candela”. El hallazgo del cadáver se produjo el 31 de agosto de 2011 por la mañana (Clarín, “Un caso que conmociona al país”, 1 de septiembre de 2011). Ese mismo día el Senado de la Nación dio media sanción a la nueva ley de trata núm. 26842 (expediente 2711/2010).

      


      
        6 Entre 1992 y 2016, me desempeñé con diversas responsabilidades tanto en el Poder Judicial como en el Ministerio Público Fiscal y en el Ministerio Público de la Defensa, siempre en el ámbito de la Justicia Criminal Federal de la Ciudad de Buenos Aires. Entre 2003 y 2016, fui secretaria y prosecretaria letrada en una de las Fiscalías en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal.

      


      
        7 En el debate en torno al estatuto jurídico de la prostitución, suelen identificarse cuatro modelos legales: el reglamentarista, el abolicionista, el prohibicionista y el de derechos laborales, cada uno de los cuales surgió en diferentes momentos y contextos históricos. El reglamentarista es un modelo que aborda la prostitución como un problema que atañe al orden y la salud públicos. Se caracteriza por establecer dispositivos de control médico higienista obligatorio sobre quienes ejercen la prostitución y dispositivos de control policial y administrativo del espacio urbano, los cuales se ejercen a través de inspecciones sanitarias e internaciones compulsivas, pago de impuestos y multas, arrestos, etc. El modelo abolicionista parte del postulado de que la prostitución es una forma de esclavitud de las mujeres y una expresión paradigmática de la violencia machista. Si bien sus postulados originariamente apuntaron a la abolición de los regímenes reglamentaristas, en su devenir más actual propone la intervención estatal para el castigo de toda actividad concerniente al sexo comercial, pero manteniendo fuera del alcance de las leyes penales el ejercicio autónomo de la prostitución. El modelo prohibicionista considera que se debe prohibir y perseguir penalmente toda actividad relacionada con el ejercicio de la prostitución, inclusive las conductas de quienes la ejercen. Finalmente, el modelo de derechos laborales parte de considerar que el ejercicio de la prostitución puede ser fruto de una opción autónoma y, en ese caso, debe ser considerado un trabajo y el Estado debe garantizar el acceso a los derechos que corresponden a cualquier trabajador (jubilación, obra social, etc.).
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